	
	
	


Radicación No.:
66001-31-05-003-2023-00200-01
Demandante: 
Norma Nelly Grajales Vásquez
Demandado: 
Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano

 El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

DERECHO LABORAL INDIVIDUAL / CONTRATO DE TRABAJO / MODALIDADES DEL CONTRATO DE TRABAJO / RENOVACIÓN AUTOMÁTICA
CONTRATO DE TRABAJO A TÉRMINO FIJO – Renovación.

… Todo contrato de trabajo es susceptible de ser terminado, sea con justa causa o sin ella, y tratándose de un contrato de trabajo a término fijo, el artículo 61 del C.S.T. establece claramente que este podrá finalizar por expiración del plazo fijo pactado (literal c. del precitado artículo), para ello, es necesario que se cumpla con la ritualidad consagrada en el numeral primero del artículo 46 del estatuto sustantivo del trabajo, esto es el aviso por escrito de la “determinación de no prorrogar el contrato, con una antelación no inferior a treinta (30) días”, so pena de que se entienda renovado por un periodo igual al pactado, en los términos del numeral 2 de la misma disposición, esto es, “si el término fijo es inferior a un (1) año, únicamente podrá prorrogarse sucesivamente el contrato hasta por tres (3) períodos iguales o inferiores, al cabo de los cuales el término de renovación no podrá ser inferior a un (1) año, y así sucesivamente.”

PRÓRROGA DEL CONTRATO – No implica mutación a contrato a término indefinido.

Siguiendo esta línea, la Corte Suprema de Justicia precisó en la sentencia SL 2306 de 2022 que un contrato a término fijo conserva su naturaleza y no se convierte en indefinido simplemente porque se prorrogue varias veces o se celebren múltiples contratos en un período determinado. Además, su terminación, al cumplirse el plazo acordado no equivale a un despido sin justa causa, ya que esta terminación es un modo legal de conclusión del contrato, conforme lo establece el artículo 61 del C.S.T…. A tono con lo anterior, un contrato a término fijo es ineficaz y, por tanto, se entiende celebrado como uno a término indefinido, por modalidad residual (artículo 47 ibidem), cuando desconoce los requisitos consagrados en el inciso primero de artículo 46 del C.S.T, esto es, porque carece de la solemnidad de constar por escrito (CSJ SL 2804 de 2020), no se establece un plazo o fecha cierta e incondicionada (CSJ SL4936 de 2021) o excede la duración de tres años (CSJ SL 796 de 2022).

PREAVISO PARA LA TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO – Pierde eficacia si se continua con el ejercicio de las labores con anuencia del empleador.

Ahora, es posible que, como en el caso concreto, el empleador preavise la terminación del contrato de trabajo dentro del término estipulado en la ley, pero que llegado el plazo del finiquito contractual el trabajador continue prestando el servicio sin oposición del empleador, caso en el cual debe entenderse que el preaviso quedó sin efecto tácitamente, pero no como señala la parte recurrente que deba entenderse como una variación en la modalidad por duración y mucho menos como una nueva relación laboral a término indefinido
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La Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, como ponente, y OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA, y el Magistrado GERMÁN DARIO GOEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por NORMA NELLY GRAJALES VÁSQUEZ en contra de la FUNDACIÓN ECLESIÁSTICA HOGAR DEL ANCIANO.
PUNTO A TRATAR

Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 5 de noviembre de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente: 
1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La demandante solicita que se declare la existencia de dos contratos de trabajo entre ella y la Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano, así: 1) contrato de trabajo a término fijo desde el 3 de agosto de 2016 hasta el 2 de noviembre de 2018 y 2) contrato a término indefinido desde el 3 de noviembre de 2018 hasta el 2 de agosto de 2021. 
Respecto del primer contrato, peticiona que se declare que fue terminado sin justa causa y, en consecuencia, se condene a la demanda al pago de la indemnización prevista en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo. 
En cuanto a la segunda relación laboral, expone que también fue finalizada sin justa causa, se encontraba en una situación de debilidad manifiesta debido a razones de salud, por consiguiente, solicita el reintegro a su puesto de trabajo, junto con los salarios y prestaciones dejados de percibir desde el momento del despido hasta la fecha del reintegro, y la indemnización contemplada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
De forma subsidiaria a la ineficacia del despido, pretende las indemnizaciones consagradas en los artículos 64 y 65 del Código Sustantivo del Trabajo, respecto de la segunda relación laboral. 
En ambos casos, pide el pago de los recargos previstos en el artículo 179 del C.S.T, debido a que laboraba de forma habitual domingos y festivos y, por tanto, el reajuste de las prestaciones sociales, aportes a seguridad social, la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, debido a que la consignación se hizo de forma deficitaria al no tener como factor salarial los recargos previstos en el artículo 179 del Código Sustantivo del Trabajo, lo que se demuestre bajo las facultades ultra  extra petita y las cosas procesales en su favor. 
Como fundamento de su solicitud, la promotora del litigio sostiene el 3 de agosto de 2016 celebró un contrato a término fijo de tres meses con la Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano, para desempeñarse como auxiliar de servicios generales. Refiere que este se prorrogó de forma automática hasta el 2 de agosto de 2019. 
Sostiene que el 2 de octubre de 2018 le notificaron que el contrato no sería renovado y, por tanto, culminaría el 2 de noviembre de 2018, calenda en la que lo finalizaron sin justa causa, porque en ese plazo no expiraba el contrato. 
Informa que el 3 de noviembre de 2018 fue contratada nuevamente por la demandada para desempeñar el mismo cargo, esta vez de forma verbal, razón por la cual indica que la relación se surtió mediante un contrato a término indefinido.
Narra que, en vigencia de la última relación de trabajo, el 26 de julio de 2019 presentó graves afecciones en su estado de salud, y fue diagnosticada con: “lumbago no especificado, lumbago con ciática y dolor lumbar crónico, artrosis facetaria lumbar espondioloartritis multifocal leve con especial compromiso L3 L4 derecho Inter facetaria L5 S1 derecha y en apófisis espinosa T12 y L1: artropatía degenerativa leve y otras”. Asegura que la situación de salud era conocida por la demandada, debido a que tuvo periodos de incapacidad, solicitaba permisos para asistir a citas médicas, y había sido puesta en conocimiento de su jefe inmediato. 
Agrega que, mediante escrito del 30 de junio de 2021 la demandada finalizó el contrato a término indefinido sin justa causa, a partir del 2 de agosto de 2021, y niega que la demandada hubiera gestionado y obtenido el permiso del Ministerio del Trabajo para despedirla. 
Refiere que durante toda la relación laboral su remuneración ascendió al salario mínimo mensual legal vigente, laboró todos los domingos y festivos, a pesar de que nunca se le pagó el recargo previsto en el artículo 179 del C.S.T, en ese sentido sostiene que la remuneración y el pago de los aportes a seguridad social se hicieron de forma deficitaria, porque no tuvo en cuenta dicho factor salarial. 
En respuesta a la demanda, la Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano, aceptó que la demandante se desempeñó como auxiliar de servicios generales, que devengaba un salario mínimo mensual legal vigente y la existencia de un contrato a término fijo de tres meses desde el 3 de agosto de 2016; sin embargo negó la existencia del contrato a término indefinido, precisando que el contrato inicial se prorrogó hasta el 2 de agosto de 2021, calenda en la que se le puso fin apelando al vencimiento del plazo. 
Respeto del descanso obligatorio, señaló que la demandante laboraba 45 horas semanales de lunes a sábado, por lo que los trabajadores no laboraban 3 horas de las 48 horas pactadas. Relató que cuando los trabajadores laboraban un domingo, se les otorgaba como descanso compensatorio un día y medio y, que al sumarle las tres horas que deban de prestar sus servicios, no había lugar al recargo del 75%. Por esa razón negó los demás hechos de la demanda y se opuso a las pretensiones.
En su defensa como medios defensivos de mérito propuso: “inexistencia de las obligaciones”, “cobro de lo no debido”, “mala fe de la demandante”, “inexistencia del estado de debilidad manifiesta” y “prescripción”.
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
En providencia proferida el 5 de noviembre de 2024, el juzgado de instancia decidió lo siguiente: 
PRIMERO: Declarar que entre la señora NORMA NELLY GRAJALES VÁSQUEZ y la FUNDACIÓN ECLESIÁSTICA HOGAR DEL ANCIANO, estuvieron atadas por un contrato de trabajo celebrado por escrito, a término fijo, inicialmente con una duración de tres meses y a partir de su cuarta prórroga automática que aconteció para el día 3 de agosto del año 2017, se tornó en un contrato de trabajo a término fijo de un año.
SEGUNDO: Declarar que dicho vínculo finalizó para el día 2 de agosto del año 2021, previa notificación a través del preaviso enviado el 30 de junio de 2021 como se explicó precedentemente por decisión de la empleadora. 
TERCERO: Declarar que la señora NORMA NELLY GRAJALES VÁSQUEZ no acreditó su condición de protegida bajo la figura de estabilidad laboral reforzada como se explicó precedentemente.
CUARTO: Negar, como consecuencia de las anteriores declaraciones, la totalidad de las pretensiones contenidas en la demanda que fueron presentadas por la señora NORMANELLY GRAJALES VÁSQUEZ.
QUINTO: Declarar probadas las excepciones de mérito que fueron planteadas por la entidad demandada denominadas inexistencia de las obligaciones, cobro de lo no debido, inexistencia del estado de debilidad manifiesta y no probadas las demás.
SEXTO: Condenaren costas procesales a la parte demandante en el100%de las causadas y a favor de la parte demandada.
Además, se adicionó la sentencia para declarar infundada la tacha de sospecha respecto de los testigos Rosenberg Cardona, María Lidia Restricto Rojas y Jennifer Salazar Grajales.
Para fundamentar su decisión, señaló que las partes celebraron un contrato a término fijo de tres meses desde el 3 de agosto de 2016 hasta el 2 de noviembre de 2016. Señaló que el empleador preavisó el finiquitó contractual en varias oportunidades; sin embargo, no le puso fin a la relación laboral hasta el 2 de agosto de 2021, después del último preavisó que le comunicó a la demandante el 30 de junio de 2021. De este modo, concluyó que entre las partes solo existió una sola relación laboral a término fijo, que se prorrogó y finalizó por vencimiento del plazo, previo aviso a la trabajadora con una anticipación superior a treinta (30) días. 
Respecto de la estabilidad laboral deprecada, destacó que la demandante el 29 de noviembre de 2017 sufrió un esguince de tobillo en una jornada lúdica de la empresa, que derivó en una incapacidad de 4 días, y una afección en la columna vertebral que data del 27 de julio de 2019. Explicó que la historia clínica no demostraba largos periodos de incapacidad; empero, sí registraba varias consultas médicas relacionadas con afecciones en la columna vertebral, y procedimientos médicos para mejorar el dolor, como infiltraciones, un bloqueo de columna y tratamiento farmacológico. Además de que fue diagnosticada con lumbago con ciática y se encontraba en proceso de rehabilitación médica desde el 11 de diciembre de 2019 hasta el 31 de agosto de 2020. 
Con lo anterior, aunado a las declaraciones de los testigos, concluyó que no había lugar al reintegro, porque al momento del despido la demandante no tenía incapacidades médicas, prescripción médica o intervención que permita advertir que estaba imposibilitada o limitada para prestar el servicio. 

Además, señaló que de los medios de prueba no se podía advertir que el empleador conocía la situación médica, porque los testigos no tenían certeza en cuanto a ese aspecto y la historia clínica no reflejaba que se acercara al servicio médico en horario laboral o de forma inmediata a las molestias de salud, resaltando que en algunas consultas se había registrado que la paciente acudía desde la vivienda y en otras que consultaba tiempo después del impase médico. 
Por último, señaló que el finiquito laboral se fundó en el vencimiento del plazo, que constituye una causa objetiva para poner fin al contrato de trabajo a término fijo, por lo que negó la indemnización por despido sin justa causa. 
En cuanto a los recargos dominicales y festivos, argumentó que, aunque uno de los testigos refirió que los turnos eran rotativos con el fin de respetar el tiempo de descanso, y que la hija de la demandante también señaló que las fechas especiales se asignaban por sorteo, la demandante no demostró exactamente cuántos días de descanso trabajó en la semana para determinar si tenía derecho al recargo peticionado. En consecuencia, negó los recargos y la consecuente reliquidación de las prestaciones. 
3. RECURSO DE APELACIÓN
Inconforme con la decisión de primera instancia, la parte activa de la litis interpuso recurso de apelación donde cuestiona los siguientes aspectos:
Insiste que la relación laborar se rigió por dos contratos de trabajo, uno a término fijo de tres meses y otro a término indefinido. Señaló que, si bien se suscribió un contrato a término fijo de tres meses el 3 de agosto de 2016, es claro que este solo se renovó hasta el 2 de noviembre de 2018, ya que hubo un preaviso que notificó la parte demandada, por medio del cual dio a conocer su intención de poner fin a la relación laboral. Añade que no tenía conocimiento del memorial suscrito el 26 de septiembre de 2016 (documento 9, página 11), en el que se comunica la terminación a partir del 2 de noviembre de 2016. No obstante, indica que el juzgado hace un análisis errado de ese documento, porque a partir del 2 de noviembre del año 2016, ya no existía un contrato a término fijo, dado que la demandada le puso fin y, por tanto, no podía ser renovado y por tanto nunca se prorrogó. 
Señala que para que existiera otro contrato a término fijo, las partes debían celebrarlo por escrito, reiterando que el primer contrato había terminado y, por tanto, la continuidad de la prestación del servicio a partir del 3 de noviembre de 2016 se dio por medio de un contrato laboral a término indefinido.

Cuestiona que se haya otorgado validez al preaviso entregado el 30 de junio de 2021, cuando le informaron a la trabajadora que la relación laboral llegaría a su fin el 2 de agosto de 2021, pero no se le haya dado igual valor para dar por terminada la relación laboral a término fijo desde el 2016 que el empleador remitió un memorial en similar sentido.
En cuanto a la solicitud de reintegro amparada en la estabilidad laboral reforzada, argumenta que la demandante padece patologías graves como lumbago con ciática, hernias discales, espondilitis, lumbago multifocal, cambios degenerativos en la columna, limitación en la cadera derecha, artrosis facetaria lumbar, entre otras que eran conocidas por el empleador, porque el testigo Jorge Eduardo Ortiz Luna, jefe inmediato de la demandante señaló que la accionante acudía a citas médicas constantemente. El otro testigo Mario Osorio indicó que por el examen de egreso se enteró de la situación de salud. Y las demás testigas señalaron que los padecimientos de la demandante eran notorios. Además de que las terapias físicas fueron seguidas, por lo que era evidente que el empleador tenía conocimiento.
Finalmente, solicitó reconocer los recargos por laborar el día de descanso y el reajuste de las prestaciones y aportes a seguridad social, afirmando que las auxiliares de servicios generales laboraban el domingo, señalando que era carga del empleador demostrar que la trabajadora tenía el día de descanso. Señaló que en el proceso se generó la duda respecto de los días que trabajaba la demandante, entonces en virtud del principio pro-operario, esa duda que se ha generado se debió resolver en favor de la trabajadora, no de la empleadora.
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Analizados los alegatos presentados, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del artículo 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con los problemas jurídicos que se expresan a continuación.

5. PROBLEMA JURÍDICO POR RESOLVER
De conformidad con la sentencia de primera instancia y el recurso de apelación, le corresponde a la Sala: 

1. Determinar la modalidad contractual que ató a las partes en contienda a partir del 2 de noviembre de 2016, con ocasión del preaviso comunicado a la trabajadora el 26 de septiembre de 2016, esto es, si se trató de la continuidad del contrato a término fijo pactado el 3 de agosto de 2016, o de un nuevo contrato a término indefinido, como lo afirma la apelante. 
2. Verificar si la promotora del litigio tiene derecho al reconocimiento de los recargos por haber laborado el día de descanso y, en consecuencia, al reajuste de las prestaciones sociales, vacaciones y aportes a la seguridad social. 
3. Establecer si para el momento en que finalizó la relación de trabajo, la demandante gozaba del fuero de estabilidad laboral reforzada por su estado de salud. En caso afirmativo, si hay lugar al reintegro laboral, salarios, prestaciones e indemnizaciones pretendidas. 
6. CONSIDERACIONES

6.1. Contrato de trabajo a término fijo- Preaviso. 
Todo contrato de trabajo es susceptible de ser terminado, sea con justa causa o sin ella, y tratándose de un contrato de trabajo a término fijo, el artículo 61 del C.S.T. establece claramente que este podrá finalizar por expiración del plazo fijo pactado (literal c. del precitado artículo), para ello, es necesario que se cumpla con la ritualidad consagrada en el numeral primero del artículo 46 del estatuto sustantivo del trabajo, esto es el aviso por escrito de la “determinación de no prorrogar el contrato, con una antelación no inferior a treinta (30) días”, so pena de que se entienda renovado por un periodo igual al pactado, en los términos del numeral 2 de la misma disposición, esto es, “si el término fijo es inferior a un (1) año, únicamente podrá prorrogarse sucesivamente el contrato hasta por tres (3) períodos iguales o inferiores, al cabo de los cuales el término de renovación no podrá ser inferior a un (1) año, y así sucesivamente.”
Esta renovación automática y sucesiva de un contrato a término fijo no implica automáticamente su transformación en un contrato a término indefinido. Así lo ha explicado la Corte Constitucional en las sentencias C-483 de 1995 y C-521 de 1995, destacando que:

“El principio de la estabilidad en el empleo no se opone a la celebración de contratos a término definido. Las relaciones laborales no son perennes o indefinidas, pues tanto el empleador como el trabajador, en las condiciones previstas en la ley y en el contrato tienen libertad para ponerles fin. La estabilidad, por lo tanto, no se refiere a la duración infinita del contrato de trabajo, de modo que aquélla se torne en absoluta, sino que, ella sugiere la idea de continuidad, a lo que dura o se mantiene en el tiempo. Bajo este entendido, el contrato a término fijo responde a la idea de la estabilidad en el empleo. Por lo tanto, no es cierto que sólo el contrato a término indefinido confiere estabilidad en el empleo, pues el patrono siempre tiene la libertad de terminarlo, bien invocando una justa causa o sin ésta, pagando una indemnización.”


Siguiendo esta línea, la Corte Suprema de Justicia precisó en la sentencia SL 2306 de 2022 que un contrato a término fijo conserva su naturaleza y no se convierte en indefinido simplemente porque se prorrogue varias veces o se celebren múltiples contratos en un período determinado. Además, su terminación, al cumplirse el plazo acordado no equivale a un despido sin justa causa, ya que esta terminación es un modo legal de conclusión del contrato, conforme lo establece el artículo 61 del C.S.T.


A tono con lo anterior, un contrato a término fijo es ineficaz y, por tanto, se entiende celebrado como uno a término indefinido, por modalidad residual (artículo 47 ibidem), cuando desconoce los requisitos consagrados en el inciso primero de artículo 46 del C.S.T, esto es, porque carece de la solemnidad de constar por escrito (CSJ SL 2804 de 2020), no se establece un plazo o fecha cierta e incondicionada (CSJ SL4936 de 2021) o excede la duración de tres años (CSJ SL 796 de 2022).
Ahora, es posible que, como en el caso concreto, el empleador preavise la terminación del contrato de trabajo dentro del término estipulado en la ley, pero que llegado el plazo del finiquito contractual el trabajador continue prestando el servicio sin oposición del empleador, caso en el cual debe entenderse que el preaviso quedó sin efecto tácitamente, pero no como señala la parte recurrente que deba entenderse como una variación en la modalidad por duración y mucho menos como una nueva relación laboral a término indefinido. 
Al respecto se pronunció la Corte Suprema de Justicia en la sentencia bajo radicado No. 29928 del 28 de febrero de 2008, al resolver un asunto de similares contornos, en los siguientes términos: 
“En lo que extracta la Sala como esencial de su alegato, el recurrente le reprocha al Tribunal que, pese a que se demostraron la terminación del contrato de trabajo a término fijo suscrito entre las partes y la continuidad de la prestación de los servicios por parte del actor con posterioridad a ese hecho, no concluyera que el contrato inicialmente pactado se transformó en uno que debe entenderse celebrado a término indefinido.

En efecto, el razonamiento toral del Tribunal para negar las pretensiones impetradas por el demandante, consistió en que “En criterio de esta Sala de decisión, en realidad se trató de un solo contrato a término fijo, pues el preaviso de fls. 37, fechado el 14 de octubre de 1993, de manera tácita, las partes lo dejaron sin efecto, al punto que las demandadas no llevaron a cabo ninguna liquidación definitiva de prestaciones sociales para el 10 de diciembre de 1993 y de tal fecha en adelante el accionante no se preocupó por hacer ninguna reclamación en ese sentido. Se trató pues de una tácita reconducción del contrato, plenamente válida, en virtud de la vocación de continuidad que caracteriza al contrato de trabajo y específicamente a la modalidad del término fijo. Por lo tanto, no hay lugar a la indemnización pretendida en la demanda, pues el preaviso que tuvo los efectos de Ley fue el dado por las accionadas el 10 de octubre de 2000, tal como se aprecia a fls. 38.”
De lo anteriormente transcrito se colige, sin esfuerzo, que para el ad quem el documento de folio 37, por medio del cual la demandada le notificó al actor que no renovaría su contrato de trabajo, no produjo el efecto allí perseguido, de modo que ese contrato no se extinguió, por la circunstancia de que el preaviso en él contenido fue dejado sin efecto tácitamente, pues las partes no actuaron como si el contrato efectivamente hubiese terminado. Esa inferencia comporta un análisis estrictamente fáctico y, al mismo tiempo, pone de presente que el supuesto sobre el que se edifica el cargo en realidad no se presentó, porque para el juzgador el contrato que originalmente pactaron las partes no terminó y, por esa razón, se dio su reconducción tácita.”

Expuesto lo anterior, en el caso bajo estudio, las partes celebraron un contrato a término fijo de tres meses, cuyo plazo inicial transcurrió desde el 3 de agosto hasta el 2 de noviembre de 2016. 
El 26 de septiembre de 2016, esto es, cuando aún faltaban más de 30 días para el cumplimiento del plazo, la fundación demandada manifestó su intención de finiquitar el contrato suscrito el 3 de agosto de 2016 en los siguientes términos: “por medio de la presente le informo que su contrato de trabajo como auxiliar de servicios generales termina el 2 de noviembre de 2016 y no será renovado”
. 
Pese a ello, la gestora del litigio continúo prestando el servicio de forma continua, sin interrupción o variación conforme aceptó en el interrogatorio de parte hasta el 2 de agosto de 2021, y el 1 de abril de 2017, recibió una comunicación en similares términos, así: 
“Agradezco de antemano la prestación de sus servicios como Auxiliar de Servicios Generales, que mediante contrato individual de trabajo a término fijo, suscrito el 3 de agosto de 2016, con una duración de 3 meses, culmina el próximo: 02 de noviembre de 2018.
Acorde a la legislación colombiana, me permito informarle que dicho contrato no será renovado
”

Comunicación que a su vez se le notificó el 30 de junio de 2017, en la que se advirtió que el contrato iniciado el 3 de agosto de 2016, culminaría el 2 de agosto de 2017
; el 29 de septiembre de 2017, señalando como fecha de terminación el 2 de noviembre de 2017
, el 2 de enero de 2018 como finiquitó el 2 de febrero de 2018
; el 2 de julio de 2018, anunciando el finiquito el 2 de agosto del mismo año
;el 2 de octubre de 2018, que indica como hito final el 2 de noviembre de 2018
; el 2 de junio de 2019, indicando como extremo final el 2 de agosto de 2018
, el 2 de julio de 2020, para finalizar el 2 de agosto de ese año
 y, finalmente, el 30 de junio de 2021, que registra como calenda de finalización el 2 de agosto de 2021
.

Sin embargo, solo en esta última fecha, que la demandante denuncia como la calenda a partir de la cual dejó de prestar sus servicios, la carta de no renovación, además se acompañó de la misiva dirigida al Fondo Nacional del Ahorro informando el finiquito laboral con el fin de autorizar el retiro de las cesantías
, la programación para el examen médico de egreso
, y la liquidación del contrato de trabajo
. 
En estos términos, a la luz de la jurisprudencia transcrita, es evidente que a pesar de los preavisos que recibió la demandante en cada prórroga contractual, solo el último de ellos, esto es, el entregado el 30 de junio de 2021 produjo los efectos perseguidos, ya que, en los preavisos anteriores, las partes actuaron como si el contrato no se hubiese terminado y, por esa razón se dio su reconducción tácita. 
Lo anterior lleva a concluir que la relación laboral fue una sola que se rigió por la contratación escrita que ambas partes suscribieron el 3 de agosto de 2016 cuyo plazo inicial se agotó el 2 de noviembre de 2016, y que en virtud de la ley se extendió por tres periodos iguales, así: 1) 3 de noviembre de 2016 al 2 febrero de 2017, 2) Del 3 de febrero al 2 de mayo de 2017, 3) 3 de mayo al 2 de agosto de 2017. 

Y, al cabo de las tres prorrogas inferiores a un año, el término de renovación, por virtud de la ley sustancial, paso a ser de un año, de la siguiente manera: 1) Del 3 de agosto de 2017 al 2 de agosto de 2018, 2) 3 de agosto de 2018 al 2 de agosto de 2019, 3) 3 de agosto de 2019 al 2 de agosto de 2020 y 4) Del 3 de agosto de 2020 al 2 de agosto de 2021, calenda en la que finalizó por la expiración del plazo pactado (literal c, artículo 61 C.S.T), tras la notificación realizada por el empleador el 30 de junio de 2021, esto es, con más de treinta días de antelación. 
Por lo anterior, se confirmarán los ordinales primero y segundo de la sentencia recurrida. 
6.2. Derecho a la estabilidad laboral reforzada de personas en estado de debilidad manifiesta por razones de salud.

Dispone el art. 26 de la Ley 361 de 1997 que “(…) en ningún caso la discapacidad de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha discapacidad sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona en situación de discapacidad podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su discapacidad, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo” y agrega que “no obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su discapacidad, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren”. Cabe agregar que dicha disposición fue declarada condicionalmente exequible por medio de la sentencia C-531 de 2000 bajo en el entendido que “carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona por razón de su limitación sin que exista autorización previa de la oficina de Trabajo que constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo contrato”.

A propósito de esta norma, conviene precisar que la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia Rad. 10538 de 2016, determinó que no cualquier discapacidad está cobijada por la estabilidad laboral reforzada, por cuanto solo son sujetos de dicha garantía (o fuero) las personas que acrediten al menos una “limitación moderada”, en los términos al Decreto 2463 de 2001 y expuso que el carné de que trata el artículo 5 de la Ley 361 de 1997, como el dictamen pericial de las Juntas de Calificación de Invalidez, son solo algunos de los medios de prueba, no solemnes, para acreditar dicha limitación, empero, habrá casos, según la patología, en los que el juez podrá verificar tal supuesto de hecho con otras pruebas que obren válidamente en el plenario.

Además, a partir de la sentencia SL 2586-2020, del 15 de julio de 2020, la Corte precisó que el dictamen pericial no es prueba solemne de la discapacidad, la cual puede ser acreditada bajo cualquier otro medio probatorio, rigiendo para el efecto el principio de libertad probatoria y de formación del convencimiento y aclaró que, en todo caso, el requisito o exigencia de la acreditación de una discapacidad al menos moderada, solo es exigible frente a litigios fundamentados en hechos anteriores a la entrada en vigor de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, aprobada por la Ley 1346 de 2009 y vigente en Colombia a partir del 10 de junio de 2011, de acuerdo con el artículo 45 de ese instrumento, pues, en lo sucesivo, la protección se debe extender a todos los trabajadores discapacitados o en situación de discapacidad, es decir, aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás, entendiendo por “barreras” cualquier tipo de obstáculo que impida el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con algún tipo de discapacidad, las cuales pueden ser actitudinales, comunicativas y físicas, en los términos del artículo 2° de la Ley 1618 de 2013. 

La anterior tesis fue modificada por las mayorías de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, por medio de la sentencia SL711-2021 del 24 de febrero de 2021
, en virtud de lo cual, la Sala Mayoritaria de esta Sala de decisión con base en los salvamentos de voto de dos de los Magistrados
, continuó aplicando la tesis vertida en la sentencia SL 2586-2020 del 15 de julio de 2020, debido a que la interpretación mayoritaria del máximo órgano de cierre basada en los grados de pérdida de la capacidad laboral, contenidos en el derogado artículo 7 del Decreto 2463 de 2001
, menguaba el alcance del modelo social de discapacidad establecido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y en la Ley Estatutaria 1618 de 2013, que, como lo señalaron las voces disidentes, son normas superiores a las normas internas de carácter legal. 

En la actualidad, la Corte Suprema de Justicia, con la expedición de las sentencias CSJ SL1184 de 2023, CSJ SL1259 de 2023, CSJ SL1268 de 2023, CSJ SL1419-2023, CSJ SL 1508 de 2023, CSJ SL1817 de 2023, entre otras, concluyó que el artículo 7º del Decreto 2463 de 2001 es compatible para todos aquellos casos ocurridos antes de la entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el 10 de junio de 2011 y, de la Ley Estatutaria 1618 de 2013, y aderezó que para la aplicación de la estabilidad laboral reforzada establecida en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, a la luz de la Convención sobre los derechos de las personas en situación de discapacidad, era necesario que concurrieran los siguientes parámetros objetivos:

1. La deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, a mediano y largo plazo (Inc. 1, art 2°, Ley 1618 de 2013), aclarando que las contingencias o alteraciones momentáneas de salud o las patologías temporales, transitorias o de corta duración per se no son una discapacidad.

2. La existencia de barreras actitudinales, comunicativas o físicas, que puedan impedir al trabajador que sufre la deficiencia en el ejercicio efectivo de su labor, en igualdad de condiciones con los demás. (Inc. 5, art 2°, Ley 1618 de 2013), para lo cual es necesario el análisis del cargo, sus funciones, requerimientos, exigencias, el entorno laboral y actitudinal específico.

3. El conocimiento de los elementos anteriores por parte del empleador al momento del despido, a menos que sean notorios para el caso.

Con todo, la Sala Laboral mantuvo la tesis de presunción adoptada en la sentencia CSJ SL1360-2018, por medio de la cual, abandonó el criterio adoptado en la sentencia CSJ SL36115, 16 mar. 2010, reiterada en SL35794, 10 ago. 2010, para, en su lugar, adoctrinar que el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 consagra una presunción legal o de derecho, en la cual al trabajador le corresponde demostrar su situación de discapacidad, para que el despido se presuma discriminatorio, lo que impone al empleador la carga de demostrar la justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo, y la necesidad de acudir al Ministerio del Trabajo solo cuando la discapacidad sea un obstáculo insuperable para laborar, es decir, cuando el contrato de trabajo pierda su razón de ser por imposibilidad de prestar el servicio, ya que en este caso el funcionario gubernamental debe validar que el empleador haya agotado diligentemente las etapas de rehabilitación integral, readaptación, reinserción y reubicación laboral de los trabajadores con discapacidad. 

En este orden de ideas, como regla de decisión dispuso que una vez acreditada la situación de discapacidad del trabajador y que la terminación del vínculo laboral no se fundó en una causa objetiva, el finiquito se consideraba discriminatorio, y por ello, era preciso declarar su ineficacia, acompañada de la orden de reintegro y el pago de salarios y demás emolumentos respectivos, junto con los ajustes razonables que se requieran y la indemnización contemplada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
Aclarado lo anterior, esta Sala procede a valorar los presupuestos jurisprudenciales aplicables al caso concreto, con el fin de verificar si la señora Norma Nelly Grajales Vásquez es beneficiaria del derecho a la estabilidad laboral reforzada por motivos de salud.
6.2.1. Deficiencia física, mental, intelectual o sensorial de mediano y largo plazo. 
Descendiendo al caso concreto, de la historia clínica de la promotora del litigio se extrae que desde el 1 de octubre de 2018 la demandante había sido diagnosticada con Lumbago no especificado, situación clínica que se volvió a presentar el 26 de julio de 2019, cuando la demandante acudió desde su hogar al servicio de urgencias, debido a la presencia de dolor en la espalda que se generó al levantar a otra persona. Cabe señalar, que el accidente relatado ocurrió el día anterior, pero fue reportado el mismo día de la consulta. 
A partir de ese evento clínico, la demandante continuó consultando por la misma causa (lumbago no especificado), según los registros clínicos del 9 de agosto de 2019 (a las 5:27 p.m.) y del 18 de septiembre de 2019 (a las 2:00 p.m.). En esta última consulta, se le prescribieron 10 sesiones de terapia física, que fueron realizadas el 11, 17 de diciembre de 2019 (alrededor de las 9:00 a.m.), y el 14, 16, 22, 23, 24, 27, 29 y 30 de enero de 2020 (a las 5:00 p.m.). Según la nota de evolución, “finalizó en buenas condiciones generales”.
Pese a lo anterior, la demandante volvió a consultar debido al dolor lumbar el 14 de febrero de 2020, y el 12 de marzo de 2020 se le practicó una resonancia magnética.
Una vez más el 11 de junio de 2020 (a las 3:21 p.m.) acudió nuevamente al servicio de salud, donde fue diagnosticada con lumbago con ciática, siendo remitida a la especialidad de neurocirugía por primera vez, debido a una hernia discal L4-L5, con síntomas graves a pesar de los múltiples tratamientos farmacológicos y fisioterapias previas.
Después de la atención especializada, se descartó la posibilidad de tratamiento quirúrgico, y en una consulta general del 10 de julio de 2020 (a las 3:14 p.m.), se ordenó una valoración por fisiatría y medicina del dolor. Hasta ese momento, la demandante presentaba dolor, pero no "imitación a la movilización". Sin embargo, en las consultas médicas del 28 de octubre de 2020 (a la 1:40 p.m.), 30 de noviembre de 2020 (a las 5:00 p.m.) y 4 de marzo de 2021, los galenos reportaron que el dolor lumbar limitaba la marcha, razón por la cual, en la última de estas consultas, se remitió a medicina del trabajo.
Dicha especialidad, el 28 de junio de 2021, recomendó el reintegro laboral y sugirió la realización de exámenes periódicos para identificar condiciones de salud que pudieran verse agravadas o que pudieran interferir con la labor. Además, como observaciones consignó: “Trabajadora que tiene reporte de AT 26-07-2019 ARL Colmena. Dolor lumbar por sobreesfuerzo... Con lo aportado por la trabajadora se descartan secuelas de dicho accidente de trabajo, ya que los hallazgos encontrados en los estudios imagenológicos no se explican por el tipo de accidente referido. Adicionalmente, no cumple criterios para enfermedad laboral (no tiene la temporalidad necesaria y el tipo de lesiones encontradas en la columna no se explican por el trabajo realizado desde el año 2016)”.
Así, la última consulta que recibió la demandante antes de la terminación del contrato (2 de agosto de 2021) fue la del 16 de julio de 2021 (a las 10:29 a.m.), en la cual se indicó que, para ese momento, la demandante presentaba: "Dolor lumbar desde hace 2 años, que se extiende hasta la cadera y glúteo derecho, irradiando a la extremidad inferior derecha (dolor mixto), constante, interfiere con su patrón de sueño e incrementa al final de la tarde. Asociado con edema en la extremidad inferior derecha. Ha recibido manejo con metocarbamol, ácido fólico, ACTM y tramadol. Niega terapia neural por fisiatría, sin mejoría del dolor. Espondilo artritis multifocal leve, con especial compromiso en L3, L4 derecho, interfacetaria L5, S1 derecha, en apófisis espinosa T12 y L1. Artropatía degenerativa leve. Negativo para metástasis óseas. Pendiente de bloqueo".
Con posterioridad al finiquito laboral, el 28 de agosto de 2021 y el 27 de mayo de 2022 la accionante consultó nuevamente por las mismas causas relacionadas con el dolor crónico, y el 14 de octubre de 2021, se le practicó un "bloqueo lumbar bajo anestesia local".
Todo lo anterior lleva a concluir, sin lugar a dudas, que la demandante presentó desde el año 2018 y hasta el día de la terminación del contrato de trabajo una deficiencia física de mediano o largo plazo.

6.2.2. Existencia de barreras actitudinales, comunicativas o físicas, que puedan impedir al trabajador que sufre la deficiencia el ejercicio efectivo de su labor. 
Ahora, al evaluar el segundo presupuesto, no se puede afirmar con total contundencia que la deficiencia padecida por la señora Norma Nelly Grajales haya sido de tal trascendencia que le impidiera el ejercicio de la labor para la que fue contratada.
Si bien las testigos Alba Mery Vergara Vanegas, compañera de trabajo de la demandante durante toda la relación laboral, y Jennifer Salazar Grajales (hija de la demandante) y compañera de trabajo desde 2019 hasta 2020, relataron que la demandante fue reubicada en el área de lavandería porque no podía realizar esfuerzos significativos, ese relato contrasta con el de la propia demandante, quien indicó que la mayor parte del tiempo laboró en el área de cocina, y con el rendido por la señora María Liliana Restrepo, también compañera de trabajo de la demandante durante los años en los que prestó su servicio, quien aseguró que compartió espacio de trabajo con ella y no percibió que se quejara o presentara dolor al realizar las actividades para las que fue contratada.
Este último relato encuentra respaldo en el examen médico de egreso que se le practicó el 10 de julio de 2021
, en el cual, según explicó el médico encargado en audiencia se identificó una enfermedad de origen común, debido a que la trabajadora presentó una resonancia magnética y mamografía ósea y con base en estas le recomendó a la trabajadora continuar con el manejo de su enfermedad por parte de la EPS. No obstante, el galeno concluyó que la condición médica no presentaba limitaciones, restricciones, enfermedades ocupacionales ni accidentes de trabajo que impidieran el retiro del servicio.
Como se puede observar, el galeno tenía conocimiento de la situación clínica de la demandante. Por lo tanto, resulta ajeno a la realidad lo expresado por el señor Rossemberg Graciano Cardona (esposo de la accionante), quien declaró que la valoración médica tardó alrededor de 5 minutos, y que el médico, sin revisar la historia clínica, concluyó que la demandante "se encontraba bien". Por el contrario, la claridad de la situación médica de la demandante por parte del médico permite concluir que, este además de contar con los resultados de las pruebas científicas, el galeno determinó que la señora Norma Nelly Grajales no tenía ninguna limitación o restricción laboral en el momento en que le practicó el examen de egreso, a pesar de las patologías que presentaba para ese momento. 

Lo anterior se complementa con los certificados de incapacidad obrantes en el plenario, de los cuales se desprende que la demandante solo presentó dos periodos de incapacidad muy cortos, de tan solo días, a saber:
1. 30 de noviembre a 3 de diciembre de 2017, por esguince y torcedura de tobillo.

2. 26 al 28 de julio de 2019, por lumbago no especificado.

De esta manera, a pesar de los diagnósticos de la demandante, estos no fueron incapacitantes, y según historia clínica del 28 de junio de 2021, la especialidad de medicina laboral descartó secuelas relacionadas con el accidente de trabajo sufrido por la demandante el 26 de julio de 2019, y ordenó el reintegro, sugiriendo la realización de un examen periódico para identificar condiciones de salud que pudieran interferir con la labor. No obstante, en el examen de egreso practicado el 10 de julio de 2021, es decir, antes de su despido, se descartó la presencia de las mismas.
6.2.3. El conocimiento del estado de salud por parte del empleador, a menos de que sean notorios para el caso. 

Por las razones expuestas anteriormente, no resulta posible concluir que el estado de salud de la demandante fuera notorio. Además, cabe destacar que la hija de la demandante, quien alegó que esa era la condición de la enfermedad, ya no formaba parte de la entidad demandada y residía en Panamá desde 2020. En consecuencia, su declaración sobre la notoriedad del estado de salud de la señora Norma Nelly solo puede considerarse válida hasta ese año, pero no hasta el 2 de agosto de 2021, momento en que se dio por concluida la relación laboral. 
Asimismo, los testigos Jorge Eduardo Ortiz Mesa y María Liliana Restrepo, jefe directo y compañera de trabajo de la demandante, respectivamente, afirmaron que la situación de salud no era notoria, lo que contradice la declaración sobre el conocimiento general de la enfermedad. 
Tampoco quedó demostrado el conocimiento del estado de salud por parte del empleador, por las siguientes razones: 1) La prestación del servicio de la demandante era rotativa, como se explicará más adelante, lo que impide inferir el conocimiento del empleador sobre el estado de salud de la gestora de la litis, producto de su asistencia al servicio médico en horario laboral; 2) La accionante manifestó que, por regla general, utilizaba el servicio médico en sus días de descanso; 3) La demandante no tuvo períodos largos de incapacidad que permitieran suponer la existencia de una enfermedad grave, y, por consiguiente, el conocimiento del empleador por la misma causa; 4) La promotora del litigio afirmó que solo en una ocasión le mostró una radiografía al médico residente de la fundación, y agregó que, en las veces que compartió espacio de trabajo con el representante legal de la fundación, el Padre Julián Alberto nunca le dialogó acerca de su estado de salud; 5) De conformidad con la historia clínica del 28 de junio de 2021, las secuelas de salud de la demandante no coincidían con el accidente que sufrió el 26 de julio de 2019; y 6) El examen médico de egreso no consignó limitaciones ni restricciones laborales.
Por todo lo expuesto, se confirmará el numeral tercero de la sentencia recurrida, mediante el cual se declaró que la señora Norma Nelly Grajales Vásquez no acreditó su condición de protegida bajo la figura de estabilidad laboral reforzada al momento del finiquito contractual.
6.3. Remuneración del trabajo dominical y festivo. 
El artículo 158 estípula que la jornada ordinaria de trabajo es la que convengan las partes, o a falta de convenio la jornada máxima legal, a su vez, el artículo 161 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 20 de la ley 50 de 1990, vigente al momento de la relación laboral, consagraba que la jornada máxima legal ordinaria de trabajo “es de ocho (8) horas al día y cuarenta y ocho (48) a la semana. No obstante, el Legislador permite el trabajo durante los días de descanso obligatorio solamente cuando se retribuye económicamente o se otorga un descanso compensatorio remunerado.
Asimismo, el artículo 177 del Código Sustantivo del Trabajo estipula los días de descanso remunerado por ser días de fiesta de carácter civil o religioso y respecto de la remuneración en los días festivos señala que “se liquidará como para el descanso dominical, pero sin que haya lugar a descuento alguno por falta al trabajo.”
Ahora bien, el artículo 179 del Código Sustantivo del Trabajo indica que el trabajo en domingo y festivos se debe pagar con un recargo del 75% sobre el salario ordinario en proporción a las horas laboradas; es decir, se concede el pago de una suma porcentual adicional al salario ordinario por haber laborado en días domingo y festivo.
En este punto, resulta necesario mencionar que la legislación laboral le da un tratamiento diferente al trabajador que labora de forma excepcional el día de descanso obligatorio y al trabajador que labora de forma habitual el día de descanso obligatorio. Así, el artículo 180 ibidem, subrogado por la Ley 50 de 1990, en su artículo 30, señala que cuando se trata de un trabajo excepcional, esto es, cuando se trabaja hasta dos días de descanso obligatorio, el empleado tiene derecho a un descanso compensatorio remunerado o, a una retribución en dinero que consiste en el pago del recargo del 75%. Mientras que el artículo 181 ídem establece que cuando la labor es habitual, es decir, cuando se trabaja tres o más días de descanso obligatorio el trabajador tiene derecho tanto al descanso compensatorio como al pago adicional del 75%.
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL3567 del 2019 reiteró lo dicho en la sentencia CSJ SL, 11 dic. 1997, rad. 10079, y explicó:

 

“Según el artículo 180 ibídem, el trabajador que labore de manera excepcional el día de descanso obligatorio tiene derecho a un descanso compensatorio remunerado dentro del salario ordinario o, en su lugar, a una retribución en dinero por trabajo en domingo o festivo, consistente ésta última en el recargo adicional del 75% sobre el salario ordinario; mientras que el canon 181 ídem establece que la labor habitual da derecho al descanso compensatorio remunerado dentro del salario ordinario más la mencionada suma adicional del 75%. En otras palabras, la diferencia radica en que, en el primer caso, el trabajador se encuentra ante una disyuntiva, esto es, escoger entre el disfrute del descanso compensatorio, sin perjuicio de su remuneración ordinaria, o el recargo adicional en dinero, pues, por el contrario, la persona que labore de forma habitual tiene derecho a percibir ambos beneficios.”
Sin perjuicio de las aclaraciones conceptuales antes descritas, el trabajador que pretenda el pago del recargo del 75% por trabajo dominical y festivo y/o el descanso compensatorio remunerado, tiene la carga de demostrar el supuesto fáctico sobre el cual descansa su pretensión; en otras palabras, el trabajador debe probar que efectivamente laboró en dichos días y aportar prueba clara, contundente y concreta en cuanto al tiempo exacto de dichas labores suplementarias, sin que haya lugar a suposiciones por parte del juez.

De acuerdo con lo anterior, lo primero que observa la Sala es que, en el caso concreto, la relación laboral que vinculó a las partes no se ajustó a la jornada máxima legal, sino a la jornada convenida entre ellas, la cual se estableció en siete horas y media diarias y 45 horas semanales, distribuidas de la siguiente manera:
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En relación con el día de descanso compensatorio, el representante legal de la fundación demandada indicó que los descansos eran rotativos, ya que no todas las colaboradoras podían descansar el mismo día. Explicó que, cada seis días de trabajo, se otorgaba un día de descanso, y en caso de que este coincidiera con un domingo o día festivo, se garantizaba un descanso remunerado en los seis días siguientes.
A su vez, la demandante indicó que el descanso en domingo se otorgaba de forma eventual, ya que los turnos eran programados de la siguiente manera: “de lunes a domingo, pero no coincidíamos, pues descansábamos un lunes, al siguiente martes, al siguiente miércoles.”

La situación de los descansos rotativos fue corroborada por su compañera de trabajo Alba Mery Vergara Vanegas, por su pareja Rossemberg Graciano Cardona, quien indicó que descansaba los domingos de forma eventual, y por el testigo Jorge Eduardo Ortiz, jefe inmediato de la demandante, quien explicó que los descansos se compensaban en la semana siguiente, en cualquier día de la semana. Además, señaló que, además del día de descanso compensatorio, el día anterior a su disfrute las colaboradoras solo laboraban medio día.
En este orden de ideas, y teniendo en cuenta que el día de descanso era rotativo, es decir, cambiaba cada semana, es evidente que la demandante laboró los días de descanso obligatorio de manera habitual. Según la ley, y en ausencia de una estipulación en contrario, el día de descanso obligatorio es el domingo (artículo 179 C.S.T.). Los demás días de descanso, distintos a este, se otorgaban como días de descanso compensatorio. Al ser estos rotativos entre los siete días de la semana, la trabajadora solo descansaba un domingo cada seis semanas, lo que lleva a la conclusión de que, en algunos meses, laboró todos los domingos (cuatro), y en otros solo descansaba uno al mes, por lo tanto, trabajaba tres. En cualquier caso, el trabajo en el día de descanso fue habitual, ya que prestaba sus servicios tres o más veces al mes.
En vista de lo expuesto, la demandante tenía derecho a percibir ambos beneficios, es decir, el recargo adicional en dinero y el día de descanso compensatorio; sin embargo, todos los declarantes coincidieron en que únicamente se le concedió el último de esos beneficios.
Ahora bien, aunque en la contestación a la demanda la parte demandada argumenta que el recargo estaba comprendido en las tres horas semanales que la trabajadora no laboraba, dado que solo cumplía 45 horas de las 48 horas semanales estipuladas, como se expuso anteriormente, la jornada laboral que regía la relación entre las partes no era la legal. Esta última solo es aplicable cuando las partes no han acordado lo contrario, como ocurre en los casos donde no se establece una jornada consensuada y, en el caso concreto, como se señaló previamente, las partes acordaron una jornada de siete horas y media diarias y 45 horas semanales, por lo que no puede entenderse que la trabajadora dejó de prestar sus servicios en algunas horas para compensar ese trabajo con lo que debió percibir por los pretendidos recargos dominicales y festivos.
Por lo anterior, también resulta contradictoria la afirmación del jefe inmediato de las demandantes, en el sentido de que las trabajadoras gozaban de un día y medio de descanso compensatorio, pues esto se contradice con el contrato suscrito por las partes, en el cual únicamente se estipuló un día de descanso compensatorio por la labor prestada de lunes a domingo.
De este modo, como la trabajadora no desconoció el tiempo de descanso compensatorio, se le reconocerá el recargo por laborar de manera habitual en el día de descanso, conforme a lo establecido en el artículo 179 del C.S.T, correspondiente al setenta y cinco por ciento (75%) sobre el salario ordinario, en proporción a las horas laboradas.
Aunado a lo anterior, considerando que los días festivos también son días de descanso obligatorio y que quedó demostrado que la demandante trabajaba de lunes a domingo con un día de descanso compensatorio, es evidente que laboraba todos los días festivos, ya que por disposición legal el día de descanso compensatorio se debe otorgar en otro día laborable de la semana (artículo 183 C.S.T), lo que implica que no puede coincidir con otro día de descanso remunerado, como son los días festivos (artículo 177 ídem).

A tono con lo dicho, dado que la demandante laboraba tanto los días festivos como los domingos, tres o más veces al mes, el trabajo en el día de descanso obligatorio se prestaba de forma habitual. En consecuencia, al solo haberse otorgado el día de descanso compensatorio por los días domingos, tiene derecho a recibir por las festividades la remuneración correspondiente en dinero como compensación del día de descanso y el recargo del 75% sobre el salario ordinario.
Cabe advertir que los salarios insolutos, las prestaciones sociales y las vacaciones exigibles con anterioridad al 14 de junio de 2020 fueron permeados por el fenómeno extintivo trienal, puesto que la relación laboral finalizó el 2 de agosto de 2021, la demanda fue radicada el 14 de junio de 2023 y notificada el 6 de julio del mismo año, esto es, dentro del año siguiente a su admisión (20 de junio de 2023).
Por lo narrado, la Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano adeuda a la trabajadora, por concepto de trabajo dominical y festivo, la suma de $2.187.741, que contiene la diferencia total del mes de junio de 2020, ya que era pagadera al finalizar esa mensualidad, conforme a la siguiente liquidación:
	DESDE
	HASTA
	N° F
	N° D
	SALARIO
	VALOR DIA ORDINARIO
	RECARGO DOM. FESTIVO (75%)
	VALOR DIA FESTIVO
	VALOR RECARGO DOMINGO
	TOTAL FESTIVO
	TOTAL DOMINGO
	TOTAL

	1/06/2020
	30/06/2020
	3
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 153.616
	$ 65.835
	$ 219.451

	1/07/2020
	30/07/2020
	1
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 87.780
	$ 138.985

	1/08/2020
	30/08/2020
	2
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 65.835
	$ 168.246

	1/09/2020
	30/09/2020
	0
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 0
	$ 87.780
	$ 87.780

	1/10/2020
	30/10/2020
	1
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 65.835
	$ 117.040

	1/11/2020
	30/11/2020
	2
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 87.780
	$ 190.191

	1/12/2020
	30/12/2020
	2
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 65.835
	$ 168.246

	1/01/2021
	30/01/2021
	2
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 90.853
	$ 196.847

	1/02/2021
	28/02/2021
	0
	3
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 0
	$ 68.139
	$ 68.139

	1/03/2021
	30/03/2021
	1
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 90.853
	$ 143.850

	1/04/2021
	30/04/2021
	2
	3
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 68.139
	$ 174.134

	1/05/2021
	30/05/2021
	1
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 90.853
	$ 143.850

	1/06/2021
	30/06/2021
	2
	3
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 68.139
	$ 174.134

	1/07/2021
	30/07/2021
	2
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 90.853
	$ 196.847

	1/08/2021
	2/08/2021
	0
	0
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 0
	$ 0
	$ 0

	TOTAL
	$ 2.187.741


En consecuencia, dado que las sumas insolutas son constitutivas de salario, conforme al artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo, se accederá a la reliquidación de las prestaciones sociales. Así, la empleadora adeuda, además, las siguientes sumas de dinero:
	DESDE
	HASTA
	SALARIO (DOM. FEST)
	PROMEDIO
	DIAS
	PRIMA DE SERVICIOS
	CESANTÍAS
	INT. CESANTÍAS

	3/08/2016
	30/12/2016
	$ 494.109
	$ 98.822
	148
	PRESCRITO
	$ 40.627
	PRESCRITO

	1/01/2017
	30/12/2017
	$ 1.463.139
	$ 121.928
	360
	PRESCRITO
	$ 121.928
	PRESCRITO

	1/01/2018
	30/12/2018
	$ 1.640.608
	$ 136.717
	360
	PRESCRITO
	$ 136.717
	PRESCRITO

	1/01/2019
	30/12/2019
	$ 1.642.430
	$ 136.869
	360
	PRESCRITO
	$ 136.869
	PRESCRITO

	1/01/2020
	30/12/2020
	$ 1.792.181
	$ 149.348
	360
	$ 149.348
	$ 149.348
	$ 17.922

	1/01/2021
	2/08/2021
	$ 1.097.802
	$ 137.225
	212
	$ 80.810
	$ 80.810
	$ 5.657

	TOTAL
	$ 230.159
	$ 666.300
	$ 23.579


Es importante señalar que la prima de servicios correspondiente al primer semestre de 2020 se encuentra a salvo de la prescripción, porque se hacía exigible el 30 de junio de ese año. Asimismo, las cesantías están protegidas, ya que son exigibles al finalizar la relación laboral, al igual que los intereses sobre las cesantías de 2020, los cuales eran exigibles al 31 de enero del año siguiente.
No procede la reliquidación de las vacaciones, en virtud de lo dispuesto por la ley, que excluye expresamente el valor del trabajo en días de descanso obligatorio como factor salarial para la liquidación de dicho concepto, tal como lo establece el artículo 192 del Código Sustantivo del Trabajo, en los siguientes términos: “Durante el período de vacaciones el trabajador recibirá el salario ordinario que esté devengando el día en que comience a disfrutar de ellas. En consecuencia, sólo se excluirán para la liquidación de vacaciones el valor del trabajo en días de descanso obligatorio y el valor del trabajo suplementario en horas extras.” De modo que excluye como factor salarial para liquidar dicho concepto el valor del trabajo en días de descanso obligatorio.
Los anteriores conceptos deberán pagarse de forma indexada a la fecha de pago, ya que la indexación constituye una garantía de rango constitucional, que asegura el mantenimiento del poder adquisitivo del dinero a lo largo del tiempo, en ausencia de otro mecanismo de actualización monetaria, y que debe aplicarse incluso de manera oficiosa, conforme lo ha indicado la Corte Suprema de Justicia en la sentencia CSJ SL 359 de 2021. Cabe advertir que dicha forma de actualización es procedente en el caso bajo estudio, porque la recurrente en el recurso de apelación no insistió en el reconocimiento de la indemnización prevista en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, y, por tanto, no hay lugar a su estudio de oficio en esta sede procesal.
Por último, como los aportes a seguridad social son imprescriptibles cuando el derecho se encuentra en formación, conforme lo ha adoctrinado la Sala Corte Suprema de Justicia en la sentencia CSJ SL 738 de 2018, en la que se expuso lo siguiente:
“En torno a este punto, en sentencias como las CSJ SL792-2013, CSJ SL7851-2015, CSJ SL1272-2016, CSJ SL2944-2016 y CSJ SL16856-2016, entre otras, la Corte ha sostenido que mientras el derecho pensional esté en formación, la acción para reclamar los aportes pensionales omitidos, a través de cálculo actuarial, no está sometida a prescripción. En similar dirección, en sentencias como las CSJ SL, 8 may. 2012, rad. 38266, y CSJ SL2944-2016, señaló que «…el pago de los aportes pensionales al sistema de seguridad social, en tanto se constituyen como parte fundamental para la consolidación del derecho a la pensión de jubilación, no están sometidos a prescripción…»
[…] teniendo en cuenta ese ideal constructivo y contributivo, que orienta las pensiones de jubilación, lo más justo y adecuado a las normas y principios del sistema de seguridad social, es que el afiliado tenga la oportunidad de enmendar o perseguir la integración de todos aquellos elementos que contribuyen al nacimiento de su pensión, o de atacar todas las contrariedades que afecten ese derecho en construcción, en cualquier tiempo, de manera que cuando cumpla el último de los requisitos necesarios para tales efectos, pueda empezar a disfrutar de su descanso de una forma remunerada, equilibrada y digna.
A partir de todo lo anterior, se reitera, para la Corte las reclamaciones por omisiones en la afiliación del trabajador al sistema de pensiones y sus consecuencias, en tanto están ligadas de manera necesaria tanto a la consolidación plena, como a la financiación debida de las respectivas prestaciones, no están sometidas al fenómeno de prescripción en tanto tal, en iguales términos que los prohijados por la Sala para el estatus de pensionado, sino tan solo en cuanto a las mesadas o los reajustes dejados de cobrar oportunamente.”
Se accederá al reajuste de los aportes a pensión y, en consecuencia, se condenará a la demandada al pago de los aportes en mora, junto con el interés moratorio que liquide el fondo de pensiones al que se encuentra afiliada la demandante, sobre las siguientes diferencias salariales insolutas:
	DESDE
	HASTA
	N° F
	N° D
	SALARIO
	VALOR DIA ORDINARIO
	RECARGO DOM. FESTIVO (75%)
	VALOR DIA FEST.
	VALOR RECARGO DOM.
	TOTAL FEST.
	TOTAL DOM.
	REAJUSTE

	3/08/2016
	30/08/2016
	1
	3
	$ 689.455
	$ 22.982
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 51.709
	$ 91.927

	1/09/2016
	30/09/2016
	0
	4
	$ 689.455
	$ 22.982
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 17.236
	$ 0
	$ 68.946
	$ 68.946

	1/10/2016
	30/10/2016
	1
	3
	$ 689.455
	$ 22.982
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 51.709
	$ 91.927

	1/11/2016
	30/11/2016
	2
	4
	$ 689.455
	$ 22.982
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 17.236
	$ 80.436
	$ 68.946
	$ 149.382

	1/12/2016
	30/12/2016
	1
	3
	$ 689.455
	$ 22.982
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 17.236
	$ 40.218
	$ 51.709
	$ 91.927

	1/01/2017
	30/01/2017
	1
	4
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 73.772
	$ 116.805

	1/02/2017
	28/02/2017
	0
	3
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 0
	$ 55.329
	$ 55.329

	1/03/2017
	30/03/2017
	1
	4
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 73.772
	$ 116.805

	1/04/2017
	30/04/2017
	2
	3
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 86.067
	$ 55.329
	$ 141.396

	1/05/2017
	30/05/2017
	1
	4
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 73.772
	$ 116.805

	1/06/2017
	30/06/2017
	2
	3
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 86.067
	$ 55.329
	$ 141.396

	1/07/2017
	30/07/2017
	2
	4
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 86.067
	$ 73.772
	$ 159.839

	1/08/2017
	30/08/2017
	2
	3
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 86.067
	$ 55.329
	$ 141.396

	1/09/2017
	30/09/2017
	0
	4
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 0
	$ 73.772
	$ 73.772

	1/10/2017
	30/10/2017
	1
	3
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 55.329
	$ 98.362

	1/11/2017
	30/11/2017
	2
	4
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 86.067
	$ 73.772
	$ 159.839

	1/12/2017
	30/12/2017
	2
	3
	$ 737.717
	$ 24.591
	$ 18.443
	$ 43.033
	$ 18.443
	$ 86.067
	$ 55.329
	$ 141.396

	1/01/2018
	30/01/2018
	2
	4
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 91.145
	$ 78.124
	$ 169.269

	1/02/2018
	28/02/2018
	0
	3
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 0
	$ 58.593
	$ 58.593

	1/03/2018
	30/03/2018
	3
	4
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 136.717
	$ 78.124
	$ 214.842

	1/04/2018
	30/04/2018
	0
	3
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 0
	$ 58.593
	$ 58.593

	1/05/2018
	30/05/2018
	2
	4
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 91.145
	$ 78.124
	$ 169.269

	1/06/2018
	30/06/2018
	2
	3
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 91.145
	$ 58.593
	$ 149.738

	1/07/2018
	30/07/2018
	2
	4
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 91.145
	$ 78.124
	$ 169.269

	1/08/2018
	30/08/2018
	2
	3
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 91.145
	$ 58.593
	$ 149.738

	1/09/2018
	30/09/2018
	0
	4
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 0
	$ 78.124
	$ 78.124

	1/10/2018
	30/10/2018
	1
	3
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 58.593
	$ 104.166

	1/11/2018
	30/11/2018
	2
	4
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 91.145
	$ 78.124
	$ 169.269

	1/12/2018
	30/12/2018
	2
	3
	$ 781.242
	$ 26.041
	$ 19.531
	$ 45.572
	$ 19.531
	$ 91.145
	$ 58.593
	$ 149.738

	1/01/2019
	30/01/2019
	2
	4
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 96.614
	$ 82.812
	$ 179.425

	1/02/2019
	28/02/2019
	0
	3
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 0
	$ 62.109
	$ 62.109

	1/03/2019
	30/03/2019
	1
	4
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 82.812
	$ 131.118

	1/04/2019
	30/04/2019
	2
	3
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 96.614
	$ 62.109
	$ 158.722

	1/05/2019
	30/05/2019
	1
	4
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 82.812
	$ 131.118

	1/06/2019
	30/06/2019
	3
	3
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 144.920
	$ 62.109
	$ 207.029

	1/07/2019
	30/07/2019
	1
	4
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 82.812
	$ 131.118

	1/08/2019
	30/08/2019
	2
	3
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 96.614
	$ 62.109
	$ 158.722

	1/09/2019
	30/09/2019
	0
	4
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 0
	$ 82.812
	$ 82.812

	1/10/2019
	30/10/2019
	1
	3
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 62.109
	$ 110.415

	1/11/2019
	30/11/2019
	2
	4
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 96.614
	$ 82.812
	$ 179.425

	1/12/2019
	30/12/2019
	1
	3
	$ 828.116
	$ 27.604
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 20.703
	$ 48.307
	$ 62.109
	$ 110.415

	1/01/2020
	30/01/2020
	2
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 87.780
	$ 190.191

	1/02/2020
	29/02/2020
	0
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 0
	$ 65.835
	$ 65.835

	1/03/2020
	30/03/2020
	1
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 87.780
	$ 138.985

	1/04/2020
	30/04/2020
	2
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 65.835
	$ 168.246

	1/05/2020
	30/05/2020
	1
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 87.780
	$ 138.985

	1/06/2020
	30/06/2020
	3
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 153.616
	$ 65.835
	$ 219.451

	1/07/2020
	30/07/2020
	1
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 87.780
	$ 138.985

	1/08/2020
	30/08/2020
	2
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 65.835
	$ 168.246

	1/09/2020
	30/09/2020
	0
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 0
	$ 87.780
	$ 87.780

	1/10/2020
	30/10/2020
	1
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 65.835
	$ 117.040

	1/11/2020
	30/11/2020
	2
	4
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 87.780
	$ 190.191

	1/12/2020
	30/12/2020
	2
	3
	$ 877.803
	$ 29.260
	$ 21.945
	$ 51.205
	$ 21.945
	$ 102.410
	$ 65.835
	$ 168.246

	1/01/2021
	30/01/2021
	2
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 90.853
	$ 196.847

	1/02/2021
	28/02/2021
	0
	3
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 0
	$ 68.139
	$ 68.139

	1/03/2021
	30/03/2021
	1
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 90.853
	$ 143.850

	1/04/2021
	30/04/2021
	2
	3
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 68.139
	$ 174.134

	1/05/2021
	30/05/2021
	1
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 90.853
	$ 143.850

	1/06/2021
	30/06/2021
	2
	3
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 68.139
	$ 174.134

	1/07/2021
	30/07/2021
	2
	4
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 105.995
	$ 90.853
	$ 196.847

	1/08/2021
	2/08/2021
	0
	0
	$ 908.526
	$ 30.284
	$ 22.713
	$ 52.997
	$ 22.713
	$ 0
	$ 0
	$ 0


Por lo expuesto en el acápite final, se revocará el numeral cuarto de la sentencia recurrida y, en su lugar, se condenará a la demandada al pago de la demandante por el trabajo adeudado por concepto de trabajo en días de descanso obligatorio, la reliquidación de las prestaciones sociales y el reajuste de los aportes a pensión, negando las demás pretensiones de la demanda.
Asimismo, se modificará el numeral quinto para declarar probadas la excepción denominada "inexistencia del estado de debilidad manifiesta", parcialmente probadas las excepciones denominadas "inexistencia de las obligaciones", "cobro de lo no debido" y "prescripción", y no probadas las demás."
Sin costas en esta instancia, ante la prosperidad parcial del recurso de apelación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el ordinal cuarto de la sentencia proferida el 5 de noviembre de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario laboral instaurado por Norma Nelly Grajales Vásquez en contra de la Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano y, en su lugar, CONDENAR a la Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano a pagar a la señora Norma Nelly Grajales Vásquez, las siguientes sumas de dinero debidamente indexadas al momento del pago efectivo: 

· $2.187.741 por concepto de trabajo en días de descanso obligatorio.
· $230.159 por concepto de prima de servicios.
· $666.300 por concepto de cesantías 

· $23.579 por concepto de intereses a las cesantías.
SEGUNDO: CONDENAR a la Fundación Eclesiástica Hogar del Anciano al pago de los aportes en mora, junto con el interés moratorio que liquide el fondo de pensiones al que se encuentra afiliada la demandante, sobre las siguientes diferencias salariales insolutas:

	DESDE
	HASTA
	REAJUSTE

	3/08/2016
	30/08/2016
	$ 91.927

	1/09/2016
	30/09/2016
	$ 68.946

	1/10/2016
	30/10/2016
	$ 91.927

	1/11/2016
	30/11/2016
	$ 149.382

	1/12/2016
	30/12/2016
	$ 91.927

	1/01/2017
	30/01/2017
	$ 116.805

	1/02/2017
	28/02/2017
	$ 55.329

	1/03/2017
	30/03/2017
	$ 116.805

	1/04/2017
	30/04/2017
	$ 141.396

	1/05/2017
	30/05/2017
	$ 116.805

	1/06/2017
	30/06/2017
	$ 141.396

	1/07/2017
	30/07/2017
	$ 159.839

	1/08/2017
	30/08/2017
	$ 141.396

	1/09/2017
	30/09/2017
	$ 73.772

	1/10/2017
	30/10/2017
	$ 98.362

	1/11/2017
	30/11/2017
	$ 159.839

	1/12/2017
	30/12/2017
	$ 141.396

	1/01/2018
	30/01/2018
	$ 169.269

	1/02/2018
	28/02/2018
	$ 58.593

	1/03/2018
	30/03/2018
	$ 214.842

	1/04/2018
	30/04/2018
	$ 58.593

	1/05/2018
	30/05/2018
	$ 169.269

	1/06/2018
	30/06/2018
	$ 149.738

	1/07/2018
	30/07/2018
	$ 169.269

	1/08/2018
	30/08/2018
	$ 149.738

	1/09/2018
	30/09/2018
	$ 78.124

	1/10/2018
	30/10/2018
	$ 104.166

	1/11/2018
	30/11/2018
	$ 169.269

	1/12/2018
	30/12/2018
	$ 149.738

	1/01/2019
	30/01/2019
	$ 179.425

	1/02/2019
	28/02/2019
	$ 62.109

	1/03/2019
	30/03/2019
	$ 131.118

	1/04/2019
	30/04/2019
	$ 158.722

	1/05/2019
	30/05/2019
	$ 131.118

	1/06/2019
	30/06/2019
	$ 207.029

	1/07/2019
	30/07/2019
	$ 131.118

	1/08/2019
	30/08/2019
	$ 158.722

	1/09/2019
	30/09/2019
	$ 82.812

	1/10/2019
	30/10/2019
	$ 110.415

	1/11/2019
	30/11/2019
	$ 179.425

	1/12/2019
	30/12/2019
	$ 110.415

	1/01/2020
	30/01/2020
	$ 190.191

	1/02/2020
	29/02/2020
	$ 65.835

	1/03/2020
	30/03/2020
	$ 138.985

	1/04/2020
	30/04/2020
	$ 168.246

	1/05/2020
	30/05/2020
	$ 138.985

	1/06/2020
	30/06/2020
	$ 219.451

	1/07/2020
	30/07/2020
	$ 138.985

	1/08/2020
	30/08/2020
	$ 168.246

	1/09/2020
	30/09/2020
	$ 87.780

	1/10/2020
	30/10/2020
	$ 117.040

	1/11/2020
	30/11/2020
	$ 190.191

	1/12/2020
	30/12/2020
	$ 168.246

	1/01/2021
	30/01/2021
	$ 196.847

	1/02/2021
	28/02/2021
	$ 68.139

	1/03/2021
	30/03/2021
	$ 143.850

	1/04/2021
	30/04/2021
	$ 174.134

	1/05/2021
	30/05/2021
	$ 143.850

	1/06/2021
	30/06/2021
	$ 174.134

	1/07/2021
	30/07/2021
	$ 196.847

	1/08/2021
	2/08/2021
	$ 0


TERCERO: MODIFICAR el numeral quinto, para declarar probadas la excepción denominada "inexistencia del estado de debilidad manifiesta", parcialmente probadas las excepciones denominadas "inexistencia de las obligaciones", "cobro de lo no debido" y "prescripción", y no probadas las demás.
CUARTO: NEGAR las demás prensiones de la demanda. 

QUINTO: Sin costas en segunda instancia.
Notifíquese y cúmplase.
La Magistrada ponente,

Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

La Magistrada y el Magistrado,

Con firma electrónica al final del documento

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Con firma electrónica al final del documento

GERMAN DARIO GOEZ VINASCO

� Archivo 09, página 11 cuaderno de primera instancia.


� Archivo 09, página 12 cuaderno de primera instancia.


� Archivo 09, página 13 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 14 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 15 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 16 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 17 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 18 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 19 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 20 cuaderno de primera instancia


� Archivo 09, página 2 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 09, página 3 cuaderno de primera instancia.


� Archivo 09, página 4 cuaderno de primera instancia.


� Magistrado Ponente Dr. Gerardo Botero Zuluaga, Radicación No. 64605.


� Dra. Clara Inés Dueñas Quevedo y Dr. Iván Mauricio Lenis Gómez 


� El artículo 61 del Decreto 1352 de 2013, 26 de junio, derogó el artículo 7 del Decreto 2463 de 2001.


� Archivo 09, página 25 cuaderno de primera instancia.





	
	
	


	
	
	



